PROYECTO DE LEY

EL SENADO Y LA CAMARA DE DIPUTADOS

DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES

SANCIONAN CON FUERZA DE

L E Y

ARTÍCULO 1.- Modificase el Artículo 34 del Decreto-Ley 9650/80 (Régimen Previsional de la Provincia de Buenos Aires), el que quedará redactado de la siguiente forma:
Artículo 34°.- En caso de muerte o fallecimiento presunto declarado judicialmente del jubilado o del afiliado en actividad o con derecho a jubilación, se otorgará pensión a las siguientes personas:

1) La viuda o el viudo:

Tendrá asimismo derecho a la pensión el o la  conviviente, cualquiera sea el sexo, la orientación sexual y/o la identidad de género, en el mismo grado y orden y con las mismas modalidades que la viuda o el viudo en el supuesto de que el causante se hallase separado de hecho y hubiese convivido públicamente en esa condición durante por lo menos cinco (5) años inmediatamente anteriores al fallecimiento. El plazo de la convivencia se reducirá a dos (2) años cuando hubiere descendencia o el causante haya sido soltero, viudo, separado legalmente o divorciado.

El o la conviviente excluirá al cónyuge supérstite en el goce de la pensión, salvo que el causante hubiera estado contribuyendo al pago de los alimentos, que éstos hubieran sido reclamados fehacientemente en vida, o que el causante fuera culpable de la separación. En estos tres casos el beneficio se otorgará al cónyuge y al conviviente por partes iguales.

La autoridad de aplicación determinará los requisitos necesarios para probar la convivencia, y la prueba podrá sustanciarse administrativamente o ante autoridad judicial. Los derechos que por la presente se instituyen en beneficio de la viuda o el viudo y del o de la conviviente de hecho podrán invocarse aunque el causante o la causante respectivos, según el caso, hubieren fallecido antes de la vigencia de la presente ley. Cuando hubieran sido anteriormente denegados por resolución administrativa o sentencia judicial, la Autoridad competente reabrirá el procedimiento a petición de la parte interesada. En ningún caso el pronunciamiento que se dicte con arreglo a la presente podrá dejar sin efecto derechos adquiridos, salvo el supuesto de nulidad de estos últimos debidamente establecida y declarada o de extinción de tales derechos. No se entenderá que se ha producido tal extinción mientras existan beneficiarios coparticipantes con derecho a acrecer.

El haber de las pensiones que se acuerden por aplicación de este inciso se devengará a partir de la fecha de la respectiva solicitud. En las peticiones en trámite, sin resolución firme, el beneficio que se otorgue se devengará desde la fecha de vigencia de la presente.

El beneficio de pensión será gozado en concurrencia con: 

a) Los hijos solteros, las hijas solteras y las hijas viudas, estas últimas siempre que no percibieran haberes en concepto de jubilación, pensión, retiro o prestación no contributiva, salvo que optaren por la pensión que otorga la presente, hasta los dieciocho (18) años de edad.

b) Las hijas solteras y las hijas viudas que hubieran convivido con el causante en forma habitual y continuada durante los diez (10) años inmediatamente anteriores a su deceso, que a ese momento hubieran cumplido la edad de cincuenta (50) años y se encontraren a su cargo siempre que no desempeñaren actividad lucrativa alguna, carezcan de bienes que produzcan rentas, si percibieran haberes en concepto de jubilación, pensión, retiro o prestación no contributiva, salvo en estos últimos supuestos, que optaren por la pensión que otorga la presente.

c) Las hijas viudas y las hijas separadas de hecho o divorciadas por culpa exclusiva del marido que no percibieran prestación alimentaria de éste, todas ellas incapacitadas para el trabajo y a cargo del causante a la fecha de su deceso, siempre que no percibieran haberes en concepto de jubilación, pensión, retiro o prestación no contributiva, salvo que optaren por la pensión que otorga la presente.

d) Los nietos solteros, las nietas solteras y las nietas viudas, estas últimas siempre que no percibieran haberes en concepto de jubilación, pensión, retiro o prestación no contributiva, salvo que optaren por la pensión que otorga la presente, todos ellos huérfanos de padre y madre, hasta los dieciocho (18) años de edad.

2) Los hijos y nietos de ambos sexos en las condiciones del inciso anterior.

3) La viuda o el viudo, y el o la  conviviente, cualquiera sea el sexo, la orientación sexual y/o la identidad de género, en las condiciones y retroactividad establecidas en el inciso 1), en concurrencia con los padres incapacitados para el trabajo o que hubieren cumplido la edad de 80 años y estuvieren a cargo del causante a la fecha de su deceso, siempre que éstos no percibieran haberes en concepto de jubilación, pensión, retiro o prestación no contributiva, salvo que optaren por la pensión que acuerda la presente.

4) Los padres en las condiciones del inciso precedente.

5) Los hermanos solteros, las hermanas solteras y las hermanas viudas, todos ellos huérfanos de padre y madre y a cargo del causante a la fecha de su deceso, siempre que no percibieran haberes en concepto de jubilación, pensión, retiro o prestación no contributiva, salvo que optaren por la pensión que acuerda la presente.

La presente enumeración es taxativa, el orden establecido en el inciso 1) no es excluyente pero si el orden de relación establecido entre los incisos 1 al 5.
La pensión es una prestación derivada del derecho a jubilación del causante, que en ningún caso genera a su vez, derecho a pensión.

FUNDAMENTOS
La pensión al conviviente sobreviviente de una pareja es un derecho social reconocido largamente por nuestra legislación, que no se limita tan sólo derecho las parejas matrimoniales, sino que la extiende a las no matrimoniales heterosexuales utilizando diversas fórmulas. 
De todos modos este proceso no reconoce una evolución lineal ininterrumpida en el tiempo. Por el contrario, hubo avances y retrocesos, en parte determinados por los cambios en la composición de la Corte Suprema de la Nación( en adelante C.S.J.N), a su vez determinados por los continuos y abruptos cambios de quien detentaba el Poder Ejecutivo. 

 En un principio la legislación previsional otorgaba al matrimonio el carácter de único factor validante para el discernimiento del beneficio de pensión a favor del cónyuge supérstite. Sin embargo, la indisolubilidad del vínculo matrimonial impedía la celebración de nuevas nupcias, lo cual originaba la existencia de variadas "soluciones" por ello  y para resolver estos casos se fue abriendo paso una corriente jurisprudencial que hizo lugar al otorgamiento del derecho a pensión a la conviviente y posteriormente al conviviente.

Extender este derecho a las convivientes homosexuales no implica otorgar derechos especiales, sino garantizar la igualdad de trato ante la ley a cualquier conviviente heterosexual.
En el mundo hay más de una decena de países que otorgan derecho de pensión a los sobrevivientes de parejas homosexuales. En los casos de Noruega, Suecia, Islandia, Dinamarca y Holanda se han aprobado leyes de unión civil de parejas del mismo sexo, y el derecho de pensión al sobreviviente deriva de tales leyes
.

Que no es posible ignorar los prejuicios existentes respecto de las minorías sexuales, que reconocen antecedentes históricos universales con terribles consecuencias genocidas, basadas en ideologías racistas y falsas afirmaciones a las que no fue ajeno nuestro país, como tampoco actuales persecuciones de similar carácter en buena parte del mundo, y que han dado lugar a un creciente movimiento mundial de reclamo de derechos que hacen a la dignidad de la persona y al respeto elemental a la autonomía de la conciencia. Así lo expresa el fallo de la C.S.J.N  referido al reconocimiento de la personería de la Asociación Lucha por la Identidad Travesti-Transexual, tiene entre sus fundamentos más importantes la no discriminación y la valoración de la diversidad como base de las sociedades democráticas.  
Nuestro máximo tribunal ha dado un paso simbólico trascendente  en la dirección de la neutralidad del Estado en el respeto de la diversidad sexual y de una más amplia tolerancia de todos los planes de vida.

Expresa el mismo: "…Que esta Corte ya ha subrayado el grave defecto de interpretación en que incurren los tribunales cuando en sus decisiones no otorgan trascendencia alguna a una condición de base para la sociedad democrática, cual es la coexistencia social pacífica, cuya preservación asegura el amparo de las valoraciones, creencias y estándares éticos compartidos por conjuntos de personas, aún minoritarios, cuya protección interesa a la comunidad para su convivencia armónica… El artículo 19 de la C N en combinación con el catálogo de garantías y derechos reconocidos no permite dudar del cuidado que los constituyentes pusieron en respetar la diversidad de pensamientos y no obligar a los ciudadanos a una uniformidad que no condice con la filosofía liberal que orienta a nuestra Ley Fundamental…")
.

 
Se cita allí un fallo esclarecedor de la Corte Interamericana de Derechos Humanos refiriéndose al principio de igualdad ante la ley, recogido por nuestra Carta Magna: "La noción de igualdad se desprende directamente de la unidad de naturaleza del género humano y es inseparable de la dignidad especial de la persona, frente a la cual es incompatible toda situación que, por considerar superior a un grupo, conduzca a tratarlo con privilegio ;o que, a la inversa, por considerarlo inferior, lo trate con hostilidad o de cualquier forma lo discrimine del goce de derechos que sí se reconocen a quienes no se consideran incursos en tal situación de inferioridad…"
.

 El discurso jurídico construye un orden simbólico que instituye o destituye a la persona como sujeto, por medio de una operación velada signada por categorías que —a primera vista— parecen asépticas y sin contenido ideológico. Quizás donde con más frecuencia opere este mecanismo sea en torno de la sexualidad humana
.

En nuestro país  los derechos previsionales no son derivados, exclusivamente, de la Ley de Matrimonio, como, falazmente, sostienen quienes se oponen a la consagración de estos derechos a favor de las parejas homosexuales. Las leyes de obras sociales, y de jubilación y de pensión, fueron escritas teniendo en cuenta la existencia de uniones no matrimoniales. Por ello una reinterpretación de la letra de las leyes de obras sociales y de jubilaciones y pensiones debe extender los beneficios a parejas de mismo sexo, habida cuenta de que exista una comunidad afectiva y económica estable y duradera, probada según los procedimientos testimonial y documental de uso, de una rigurosidad razonable para el caso y que ya se encuentran previstos en la legislación vigente.

Las parejas del mismo sexo son una realidad innegable que presenta  diversos retos jurídicos tanto en el Derecho Público como en el Derecho Privado.
  Ante todo, como legisladores debemos ser sensibles a los cambios sociales y culturales que transformaron la visión de la propia sociedad
. 

La Constitución Nacional consagra el principio de la autonomía individual -artículo 19 esto es, la posibilidad de cada individuo de elegir y materializar su propio plan de vida. Se trata en consecuencia, del reconocimiento a la autodeterminación y su fundamento radica en la dignidad de la persona y el respeto a la libertad personal.

Al respecto, se sostiene que "el principio de autonomía personal sirve para determinar el contenido de los derechos individuales básicos, ya que de él se desprende cuáles son los bienes que esos derechos protegen. Tales bienes son las condiciones necesarias para la elección y materialización de ideales personales y los planes de vida basados en ellos: La vida psicobiológica, la integridad corporal y psíquica (...), la libertad de acceso a recursos materiales, (...)"

Este principio proclama el respeto por la persona e implica un derecho de no interferencia y un deber de no coartar acciones autónomas y exige, además, la adopción de comportamientos activos por parte del Estado que hagan posible la inclusión social y, consecuentemente, el goce de los derechos fundamentales.

Sin dejar de reconocer dentro del marco tradicional de la familia, al matrimonio heterosexual como la forma institucionalizada de la unión de dos personas, no podemos ignorar que existen nuevas formas de construcción familiar, también estables, públicas y duraderas desde hace muchísimos años y que, hipócritamente, se han querido ocultar por prejuicio, vergüenza. Las mismas son dignas de ser tenidas e cuenta a la hora de los derechos de pensión, en primer lugar porque son aportes genuinos que pertenecen al causante y el Estado no tiene porqué quedarse con ellos existiendo una pareja que no sólo ha sido su compañero/a en el transcurso de su vida, sino que, como expresa la norma, lo ha acompañado en la salud y en la enfermedad y, en segundo lugar, que no debería ser discriminado porque no condice con el sexo que la ley determina, constituyendo desde ya una discriminación evidente, ante una elección sexual diferente, personal y privada.

El presente proyecto se asienta sobre una robusta visión igualitaria a tenor de lo dispuesto en la Constitución Nacional (Art. 14 bis,16, 75 inciso 22, 23 y concordantes)  y Provincial (Art. 11,39,40).
Guastavino ha señalado que en el derecho contemporáneo el vocablo familia posee varios sentidos, de acuerdo a las medidas establecidas para determinar los efectos jurídicos de los lazos familiares. Estos lazos o relaciones pueden ser medidos según el tiempo, la calidad de los vínculos y los grados de parentesco. 

Existen dos dimensiones de familia: la familia-parentesco y la pequeña familia o familia nuclear o conyugal.

Las leyes hacen mención a una o a otra, muchas veces sin precisar demasiado a cuál de ellas se dirige. Cuando no puede establecerse claramente a cual de ellas se refiere la norma, cabe considerar que se hace respecto a la familia institucional, referencia del derecho positivo.

La llamada familia “institucional” se encuentra mencionada en la Constitución Nacional, en el art. 14 bis. Éste reconoce a la familia como sujeto a proteger, aunque la petición de sus derechos  se materialice a través de las acciones administrativas o judiciales de sus integrantes.

 Las seguridades dispuestas en dicho artículo corresponden a la familia con matrimonio y sin matrimonio, habiéndose borrado la distinción jurídica por razones de humanidad e igualdad. 

En la Constitución de la Provincia de Buenos Aires también se hace referencia a la “pequeña familia”, reconociéndole carácter de derecho social en el punto 1 del art. 36 que aquí se transcribe: “De la Familia: art. 36. 1- La familia es el núcleo primario y fundamental de la sociedad. La provincia establecerá las políticas que procuren su fortalecimiento y protección moral y material”.

La reforma constitucional nacional del año 1994, ha incorporado tratados internacionales a sus disposiciones, otorgándole jerarquía constitucional. Ello ha generado la modificación de muchas normas de orden interno, dado que éstas deben ser compatibles con los principios consagrados en dichos documentos internacionales. A partir de la reforma de 1994 la constitucionalización en el Ordenamiento Jurídico de los tratados de derechos humanos consagrada el artículo art. 75 inciso 22 importó un resignificación del sistema de fuentes del derecho interno, no sólo en relación a la vigencia directa y de rango constitucional de diversos cuerpos normativos, sino la de admitir el alcance de estos por intermedio de la interpretación y aplicación  de  órganos supranacionales instituidos para garantizar su respeto.

El derecho a pensión, dentro del marco de derecho a la seguridad social, se encuentra expresamente regulado en el Pacto de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (en adelante PIDESC).

El artículo 9 del PIDESC dispone que "los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona a la seguridad social, incluso al seguro social. El derecho a la seguridad social es de importancia fundamental para garantizar a todas las personas su dignidad humana cuando hacen frente a circunstancias que les privan de su capacidad para ejercer plenamente los derechos reconocidos en el Pacto”.

El derecho a la seguridad social ha sido reafirmado categóricamente en derecho internacional. Las consideraciones de derechos humanos de la seguridad social aparecen claramente en la Declaración de Filadelfia de 1944, en la que se pedía "extender las medidas de seguridad social para garantizar ingresos básicos a quienes los necesitan y prestar asistencia médica completa"
. La seguridad social fue reconocida como un derecho humano en la Declaración Universal de Derechos Humanos de 1948, que declara en el artículo 22 que "toda persona, como miembro de la sociedad, tiene derecho a la seguridad social", y en el párrafo 1 del artículo 25 establece que toda persona tiene "derecho a los seguros en caso de desempleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez y otros casos de pérdida de sus medios de subsistencia por circunstancias independientes de su voluntad". Este derecho fue posteriormente reconocido en diversos tratados internacionales de derechos humanos y tratados regionales de derechos humanos
.
 A su vez, el art. 2 inciso 1 del mismo PIDESC señala que “Cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto se compromete a adoptar medidas, tanto por separado como mediante la asistencia y la cooperación internacionales, especialmente económicas y técnicas, hasta el máximo de los recursos de que disponga, para lograr progresivamente, por todos los medios apropiados, inclusive en particular la adopción de medidas legislativas, la plena efectividad de los derechos aquí reconocidos.”
Por su parte el sistema internacional de derechos humanos ha establecido, en materia de discriminación, la base de la enumeración estándar de criterios críticos, que incluye rasgos o condiciones: a) adquiridos naturalmente (raza, color, sexo), b) condicionados culturalmente (idioma, religión, nacimiento, origen social, posición económica), c) condicionados jurídicamente (origen nacional), y d) decididos personalmente (opinión política, preferencia sexual, etc.)

El principio de la no discriminación en razón de la orientación sexual en el reconocimiento de los derechos, lo cual lleva a que se deba prestar particular atención en la aplicación de las normas internas que importen, literalmente, una inadmisible discriminación en razón de dicha orientación sexual. Ello tanto por acción como por omisión.
En mayo de este año  el  Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales
 (en adelante Comité DESC) en su 42º período de sesiones dictó la Observación General N ° 20  sobre la no discriminación y los derechos económicos, sociales y culturales  (artículo 2, párrafo 2 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales).
 En la misma se sostiene la dificultad que implica la discriminación en el ejercicio de los derechos económicos, sociales y culturales de una parte considerable de la población mundial.  Por ello la no discriminación y la igualdad son componentes fundamentales de las normas internacionales de derechos humanos y son esenciales a los efectos del goce y el ejercicio de los derechos económicos, sociales y culturales.  Según el artículo 2.2 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (el "Pacto"), los Estados partes deben "garantizar el ejercicio de los derechos [que en él se enuncian] sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social".

Vinculado a ello en esta Observación se reconoce a la orientación sexual como un criterio de discriminación en el goce y ejercicio de los de DESC dentro del concepto de cualquier otra condición social. Por ello en su punto 32 sostiene que: En cualquier otra condición social, tal y como se recoge en el artículo 2.2 del Pacto, se incluye la orientación sexual
.    Los Estados partes deben cerciorarse de que las preferencias sexuales de una persona no constituyan un obstáculo para hacer realidad los derechos que reconoce el Pacto, por ejemplo, a los efectos de acceder a la pensión de viudedad. (El subrayado nos pertenece).
La Observación General N º 9, punto 3, expresamente, recalca la importancia de incorporar en la legislación local las previsiones del Pacto “Las cuestiones relacionadas con la aplicación interna del Pacto deben considerarse teniendo en cuenta dos principios del derecho internacional: el primero, reflejado en el artículo 27 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, es que "Una parte no podrá invocar las disposiciones de su derecho interno como justificación del incumplimiento de un tratado". En otras palabras, “los Estados deben modificar el ordenamiento jurídico interno en la medida necesaria para dar efectividad a las obligaciones dimanantes de los tratados en los que sean Parte” 
En un reconocido avance del derecho internacional de los derechos humanos, en el año 1994, se conoció el fallo del Comité de Derechos Humanos de Naciones Unidas en el caso de “Toonen contra Australia” , Nº 488/1992, donde dicho Comité - que monitorea la implementación del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos( en adelante PIDCP)- se pronunció a favor de Nicolás Toonen, quien era  un activista gay que denunció las leyes de sodomía vigentes en Tasmania como una violación a su derecho a la privacidad y a la no discriminación protegidas en dicho Pacto Internacional. Además, el Comité afirmó que la “orientación sexual” se debe considerar incluida en la categoría de “sexo”- que figura en los artículos 2.1 y 26 del referido Pacto-.  
Más adelante en “Young v. Australia”, Nº 941/2000, el Comité declaró que la orientación sexual quedaba amparada por los fundamentos de “cualquier otra condición”
 señalados en el artículo 26 del PIDCP, más que un aspecto relacionado con el sexo. Por otro lado, el Comité de Derechos Humanos de Naciones Unidas en esta decisión precisó que, a pesar de que no toda conducta discriminatoria es contraria al Pacto Internacional de Derechos Civiles y Económicos, si era necesario que cualquier desigualdad que exista entre las personas heterosexuales y las homosexuales sea justificada por criterios objetivos y razonables. El Comité  estableció que constituía una discriminación contraria a los derechos humanos el hecho de que en las parejas heterosexuales el sobreviviente pudiese acceder a los beneficios pensionales, mientras que tal situación no podía ser reclamada por las personas homosexuales, lo cual, había sido calificado como una discriminación por razón del sexo que no se encontraba justificada por el derecho internacional.

Recientemente se dio un paso más en este sentido  Comité de Derechos Humanos de Naciones Unidas  en el caso “X v Colombia”  Nº 1361/2005 solicitó  al Estado Colombiano reconocer la sustitución pensional a parejas del mismo sexo, y pide adoptar medidas para que no se discrimine a las parejas del mismo sexo en el acceso a este derecho. 

El Comité concluyó que el Estado Parte ha violado el artículo 26 del PIDCP, al denegar al autor el derecho a la pensión de su compañero permanente, sobre la base de su orientación sexual. Pero lo más interesante a nuestro entender  sin perjuicio de considerar viable las diferencias entre parejas casadas y parejas no casadas heterosexuales eran  razonables y objetivas, ya que las parejas en cuestión podían escoger si contraían o no matrimonio con todas las consecuencias que de ello se derivaban. El Comité observa que “el Estado parte no presenta ningún argumento que sirva para demostrar que esta distinción entre compañeros del mismo sexo, a los que no se les permite recibir prestaciones de pensión y entre compañeros heterosexuales no casados, a los que si se conceden dichas prestaciones, es razonable y objetiva”. 
En este proceso de consolidación de la temática la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos durante su 38ª sesión el 3 de junio de 2008 la resolución AG/RES. 2435 (XXXVIII-O/08) sobre “Derechos Humanos, Orientación Sexual e Identidad de Género” en donde sostuvo “su preocupación por los actos de violencia y las violaciones de derechos humanos relacionadas, cometidos contra individuos a causa de su orientación sexual e identidad de género”. (Art. 1). Asimismo la Asamblea General de las Naciones Unidas con fecha 18 de diciembre de 2008, aprobó, una declaración sobre orientación sexual e identidad de género la cual fue suscripta por la República Argentina. En ella los países, entre otros principios, reafirman el principio de no discriminación,” que exige que los derechos humanos se apliquen por igual a todos los seres humanos, independientemente de su orientación sexual o identidad de género (punto 3) como asimismo la preocupación “por las violaciones de derechos humanos y libertades fundamentales basadas en la orientación sexual o identidad de género” (punto 4).

 El año pasado la Administración Nacional de la Seguridad Social  (ANSES) emitió la resolución 671/2008 -publicada en el Boletín Oficial del 27/8/2008-, mediante la cual en su art. 1° preceptúa: "Declárase a los convivientes del mismo sexo incluidos en los alcances del artículo 53 de la Ley N° 24.241, como parientes con derecho a pensión por fallecimiento del jubilado, del beneficiario de retiro por invalidez o del afiliado en actividad del Régimen Previsional Público o del Régimen de Capitalización, que acrediten derecho a percibir el componente público. A tal efecto, la convivencia mencionada se acreditará según los medios probatorios que establece el Decreto N° 1290/94 (Adla, LIV-C, 3282) para los casos en que el causante se encontrare a su deceso comprendido en dicho régimen." (Subrayado nos pertenece)
Con tal decisión, el organismo modifica su posición, pues, administrativamente la ANSES no permitía la iniciación de los trámites de la pensión cuando el solicitante era del mismo sexo que el causante. Ello así, pues interpretaba que el art. 53 de la mencionada ley hace referencia a "convivientes", solamente quedaba comprendida la unión de un hombre y una mujer. Ahora, en aplicación de la resolución, se permite tramitar la pensión, administrativamente, a quien hubiere convivido en pareja con una persona del mismo sexo, si acredita los recaudos legales exigidos en la norma.

En la orbita provincial la jurisprudencia ha admitido el otorgar la pensión al conviviente del mismo sexo.
 

Que hemos tomado en consideración  para la elaboración del presente otros proyectos legislativos, tanto a nivel nacional como provincial, a saber: GIUDICI, SILVANA y otros expdte 1991-D-2006;  expdte 4408-D-2008, IBARRA, Vilma; Diputada D’AMBROSIO; Filomena; expdte D 2226/04-05; Diputado BRUNI, Luis, expdte D-176/07-08; Senador FILMUS, Daniel, expdte 2711/08.
El derecho a pensión tiene fundamento asistencial, de naturaleza alimentaria; como consecuencia de ello, los causahabientes contemplados en la ley exceden el ámbito del parentesco y del matrimonio, comprendiendo a otras personas entre las cuales no existen vínculos jurídicos familiares. El carácter universal del derecho previsional impone dicha amplitud.

En este contexto, el término conviviente, en materia previsional, debe aplicarse tanto a las uniones heterosexuales como a las uniones homosexuales. 

En definitiva, la jerarquía constitucional de las cuestiones en conflicto, el carácter universal del derecho previsional y la igualdad de trato para el reconocimiento de derechos, sin tener en cuenta la orientación sexual,  nos llevan a incoar el presente proyecto a fin de  promover la modificación de la disposición legal referida a los derechos de pensión del I.P.S, no sólo para clarificar su contenido, sino además para cumplir con un principio de estricta justicia al tratar en forma igualitaria a quienes se encuentran en una situación igual. El principio de igualdad implica que, tomando en consideración el caso de las pensiones y las razones que determinan su otorgamiento, excluir a alguien de este beneficio en razón de su orientación sexual resulta un acto discriminatorio, injusto e ilegítimo.
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